



A C U E R D O


En General San Martín, a los 28 días del mes de abril del año dos mil once, reunidos en Acuerdo Ordinario las señora jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Martín, Sala Segunda, Dras. María Cristina Scarpati y Alejandra Inés Sánchez Pons y, el Dr. Horacio Abel Mares (Ac. Ext. N° 666 y 710 de esta Excma. Cámara), presidente de este Excmo. Tribunal, con la presencia de la actuaria, se trajo a despacho para dictar sentencia la causa N° 63.405, caratulada “FORMA CREDITO S.A. C/ MARQUEZ, PEDRO OSCAR S/ COBRO EJECUTIVO” habiéndose establecido el siguiente orden de votación: jueces Scarpati y Sánchez Pons. 

 
Conforme lo establecido por los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del Código Procesal, se resolvió plantear y votar la siguiente





C U E S T I O N

¿Es ajustada a derecho la resolución apelada?





V O T A C I O N


A la cuestión propuesta, la señora juez Scarpati dijo:

I. El señor juez “a quo” decidió declinar su competencia en el pronunciamiento de fs. 36/36vta. Esa resolución es apelada por la ejecutante a fs. 37, quien funda su incontestado recurso a fs. 39/45vta.


II. La agraviada cuestiona la aludida declaración de incompetencia y esgrime, como sostén de ese planteo, variados argumentos.

a) El primero de ellos se basa en carácter extemporáneo con que la apelante censura la decisión. Según su criterio, ella debió, en su caso, adoptarse antes de imprimir inicial trámite al proceso. El despliegue que procedió a su dictado importó la liminar asunción de competencia por parte del juez, que, por la gravitación del principio de preclusión, obstaba a la postrera declinatoria aquí controvertida. 

b) El segundo repara en que la promoción del presente proceso antecedió a la sanción y entrada en vigor de la previsión del artículo 36 de la ley 24.240, en que el juez basa su declinatoria.

La disposición sobre competencia que contiene el último párrafo del citado artículo 36 fue introducida en la reforma a la ley 24.240 por la ley 26.361 (B.O. 7/4/2008).

Por ende, dada la precedencia del inicio de estas actuaciones (28/07/2005, según constancia de fs. 9vta.) al comienzo de la vigencia de la apuntada regla normativa, la apelante considera que se la ha aplicado retroactivamente, infringiendo, con ello, la prohibición que establece al respecto el artículo 3° del Código Civil. 

c) El tercer argumento se centra en la existencia de una relación jurídica de naturaleza cambiaria, cuyo sustrato es el pagaré en que se asienta la causa de su pretensión.

Según sostiene, ese vínculo se rige por normas específicas (dto. ley 5965/63) que excluyen la aplicación de las disposiciones de la ley 24.240, en general, y las de su artículo 36, en particular.

d) El cuarto toma en cuenta que la norma en que el juez funda su declinatoria no derogó el principio de prorrogabilidad sentado, en el marco de la competencia territorial y en asuntos exclusivamente patrimoniales, por el artículo 1° del CPCC.

En base a esa regla consagrada normativamente en el ordenamiento adjetivo, cuyos extremos para su aplicación estarían configurados en el caso concreto, entiende que el señor juez “a quo” no estaba habilitado para declararse oficiosamente incompetente.

Funda ese tramo de su crítica en jurisprudencia, a su juicio conteste, de la Corte Suprema nacional.

e) Finalmente, tacha de inconstitucional la disposición contenida en el último párrafo del artículo 36 de la ley 24.240.

En su consideración, la norma dictada por el Congreso Nacional invade facultades no delegadas por las provincias (arts. 121 y 5°, Constitución Nacional). Destaca también que la Provincia de Buenos Aires tiene su propio régimen de defensa del consumidor, que carece de disposición referida a la competencia territorial consonante con la impugnada constitucionalmente.

III. Al contestar la vista conferida a fs. 52, la Fiscalía de Cámaras postula, en sustancia, la confirmación de la declinatoria recurrida, por los variados argumentos que esgrime en su dictamen.-

 
IV. LA CUESTION:

 
El recurso interpuesto impone discernir la proyección que corresponde conferir puntualmente a la norma del art. 36 última parte de la LDC, en conjunción con lo que se deriva de los textos de sus arts. 3° in fine y 37 (texto conforme ley 26361), ello en orden a la previsión de los art 1° y 2° del Cód. Proc. de esta Provincia relativa a la posibilidad de prórroga de la competencia en asuntos patrimoniales, permisión que deriva ciertamente de la inexistencia de principio de orden público que lo vede (Alsina, Hugo “Tratado Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial. Segunda edición, Ediar S:A. Bs. As. 1962 T° II pág. 516).

 
Más tal núcleo controversial aparece calificando por la circunstancia de que la incompetencia se funda en un plexo presuncional derivado de indicios, cuya consideración y procedencia parece pugnar con el formato procesal propio de la ejecución, en el que las limitaciones cognoscitivas impiden debatir aspectos ajenos al título (art. 542 inc. 4° del Cód. Proc.).

 
Tales cuestiones se imbrican en un contexto legal esencialmente protectorio, que además consagra expresamente que sus  normas condensan una tutela de orden público (art. 65 LDC), lo que implica mandas imperativas que no pueden ser desconocidas ni ser incumplidas por los jueces (art. 21 del Cód. Civil -  “Derecho Procesal del Consumidor” Berstein, Horacio LLBA 2003-459 y s.s.).  


Por tanto, persuadida de que el examen de esta cuestión reclama abordar todos sus perfiles, esto es atender a todas las perspectivas que involucra, he de desplegar una metodología que los discrimine adecuadamente, acompañando el entendimiento con la consideración de los precedentes judiciales que dirimieron este tipo de incidencia, fundamentalmente provenientes de la Justicia Nacional en lo Comercial  (ver su adecuada síntesis en “Criterios Jurisprudenciales Imperantes en Materia de Declaración Oficiosa de Incompetencia en Juicio Ejecutivo de Consumo” Federico M. Alvarez Larrondo “Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa” Año I N° 1 Septiembre 2010 págs. 84/113), destacando que también se atenderá a la motivación desplegada en un  trascendente antecedente casatorio local, sin omitir la ponderación del pronunciamiento nacional a que hace referencia el recurrente.


a) LA RELACIÓN JURIDICA SUBYACENTE:


La resolución en crisis impone y determina desentrañar en primer término, si  nos enfrentamos a un supuesto jurídico subsumible en las normas de la LDC, en cuánto pretensión de cobro ejecutivo relativa a una operación de crédito para consumo.


Este inexcusable presupuesto se conforma en autos, tal cuál lo ha afirmado el sentenciante, a través de la consideración de las circunstancias personales de las partes. 

 
Así, la actora es una persona jurídica en los términos de la ley 19.550, con profesionalidad en cuánto a la provisión de crédito,  desenvolvimiento que demuestra de modo incontrastable la constancia de su inscripción ante la AFIP (ver fs. 2) de donde surge que el número consignado como actividad principal de la misma es el 659890 -F 150- (“servicios de crédito n.c.p.” -incluye el otorgamiento de préstamos por entidades que no reciben depósitos y que están fuera del sistema bancario cuyo destino es financiar el consumo, la vivienda u otros bienes-) dato que surge de la página web de la referida entidad recaudadora (www.afip.gov.ar). Por tanto, la accionante resulta encuadrable en la noción de “proveedor” (art. 2° de LDC). A su turno, el demandado -persona física, se ubicaría en el rol de destinatario del servicio y, por ende “consumidor”, ello en conjunción con el  indicio que proporciona el monto del documento ejecutado ($ 361) y su denunciada condición laboral como empleado de un particular –anteriormente Bertitaxi S.R.L. (fs. 25 y 9 apartado 4° respectivamente), sumándose a ello, la certeza que otorga la multiplicidad de procesos del tipo en esta jurisdicción, aspectos éstos a los que se agrega la sugerente leyenda que se consigna en el encabezamiento del documento en ejecución, en cuánto se hace referencia a un “N° de usuario” (11118817) (arg. arts. 1°/3° de la LDC y arts. 163 incs. 5° y 6° y 384 del Cód. Proc.).-


Tal plexo indiciario parece suficiente para inferir que estamos en presencia de una relación sustancial de  crédito para el consumo.-

 
Tal conclusión acreditativa deriva entonces de este conjunto de indicios, los que engarzados al amparo cardinal de la sana crítica habilitan a presumir la existencia subyacente de una relación subsumible en la LDC, en cuanto todos convergen de modo concordante y también unívoco a justificar la inferencia, señalando además, que nada sugiere o indica la existencia de yerro en la categorización, lo que por otra parte queda ratificado con el tenor de las propias alegaciones críticas de la memoria, en cuánto sólo produce planteos jurídicamente dogmáticos, sin desvirtuar o contradecir el tipo de vínculo subyacente en el que se funda la incompetencia recurrida.-

 
Es así que en su memoria dice que el pagaré no contiene ninguna convención ni contrato que pueda considerarse regida por la ley de Defensa del Consumidor, haciendo por lo tanto un planteo meramente formal pero sin negar categóricamente que el pagaré se corresponde con un crédito para el consumo, que es el hecho en que se funda el decisorio atacado, lo que implica su tácita admisión (arg. art. 354, inc. 1°, Cód. Proc.). Ello se confirma con el resto de la argumentación que gira en torno a que tratándose de un pagaré le son aplicables las reglas que rigen para estos títulos de crédito tanto en la ley sustantiva como en el Código Procesal.-

Por tanto aprecio que la declinatoria cuya confirmación propicio, encuentra sustento en “elementos serios y justificados” (arg. art. 36 LDC; SCBA Cuevas, Eduardo c. Salcedo, Alejandro René” LL ejemplar 14-9-2010 y “Tev S.A. c. Paniagua Bogado, Laura Beatriz” 22-12-10), con lo que se está muy lejos de sostener la calificación en un mero “juicio de impresión” o en una mera apreciación personal (Peyrano, Jorge “ El Indicio Vehemente” LL ejemplar 22-11-00), ello frente a un entramado de indicios que constituyen prueba presuncional, legítima herramienta procesal aplicable al caso.-


b) LA POSIBILIDAD DE SU CALIFICACIÓN EN EL MARCO DE UN PROCESO EJECUTIVO: 

 
He de señalar inicialmente que en sentido coincidente con la posibilidad de tal ponderación  se ha sostenido que cuándo se trata de discernir si nos hallamos ante un supuesto abarcado por el art. 36 LDC, debe presumirse, a favor del usuario o consumidor, que existe una relación de consumo, “… cada vez que el crédito sea otorgado a una persona física cuya ocupación y el monto que ha percibido no admitan suponer otro destino que el de adquirir bienes o servicios para el consumo o uso personal, o bien para hacer frente a deudas pendientes (Farina, Juan M.- “Defensa del Consumidor y del Usuario”, Astrea 3° edición actualizada y ampliada, Bs.As. 2004. pág. 365 y siguientes).

 
Es que la calificación del vínculo como de “consumo” no perjudica la mentada literalidad del documento, con  los rasgos de abstracción y autonomía que le son propios. Así, “… no hay desmedro alguno en las limitaciones legales que impone el régimen adjetivo al marco cognoscitivo del proceso ejecutivo, ya que la solución adoptada no importa avanzar sobre el debate acerca de la legitimidad de la causa de la obligación, sino únicamente encauzar la competencia judicial en el sentido que lo fijan las normas de orden público-económico de protección (Zentner, Diego Hernán “La Protección del Consumidor en laS operaciones de Crédito” LL del 2-7-2010 pág. 4/6).


La calificación de la relación subyacente no implica discusión sobre aspectos causales, como tampoco con ella se desvirtúa el limitado ámbito de conocimiento del juicio ejecutivo (C.N. Comercial Sala E 26-8-2009 “Compañía Financiera Argentina S.A. c. Castruccio, Juan Carlos voto juez Salas), “… no invade el límite del examen causal vinculado a la amplitud del derecho de defensa reglado en la excepción de inhabilidad de título (C.Nac.Com Sala B 27-8-09 voto del juez Bargalló). 


Es que, tal como se sostiene en su dictamen la Fiscal General de la Nación, Dra. Alejandra Gils Carbó, (autos “Compañía Financiera Argentina S.A. c. Heredia, Rodolfo Marin s/ ejecutivo” Salas  D y A LL ejemplar 31-7-09 pág. 4), el mandato del art. 542 inc. 4° del Cód. Proc. que veda el examen de la legitimidad de la causa en la excepción de inhabilidad de título, no impide discernir situaciones diversas de la anterior, pues no se trata de desvirtuar el carácter sumario del trámite ejecutivo. 

 
El hecho de que la operación se haya instrumentado en un pagaré en nada modifica la posibilidad de calificar la relación en las pautas de la LDC, habilitándose así la aplicabilidad consecuente del art. 36 de la misma, ello pues, frente a elementos indiciarios serios, se trata de una ponderación y conclusión que se muestra inexcusable al juzgador, por imperio de la aplicabilidad que ordena su expresa consideración como normas de orden público (art. 65 LDC – ver “La Prórroga de la Jurisdicción en las Operaciones Financieras de Consumo” Sebastián A. Gamen LL ejemplar 25-11-09 pág. 10).

 
Es más, nuestra Casación ha sostenido que la división entre lo que constituye debate sobre la causa de la obligación, por un lado, y sobre las aptitudes ejecutivas del instrumento, por otro, no siempre resultan tajantes e inmaculadas (SCBA C 91162 del 2-9-2009 voto juez Hitters y “Cuevas, Eduardo Alberto c. Salcedo Alejandro René” del 1° septiembre de 2010 LL ejemplar 14-9-2010 pág. 4/7).

 
Y es que el acotado marco el proceso ejecutivo no puede conspirar para eludir la protección de la LDC, orientada a garantizar los derechos de los consumidores, y más concretamente en el caso, a resguardar el ejercicio de su derecho de defensa. En el juicio ejecutivo no cabe ampararse cerrilmente en ritualismos extremos para soslayar “hechos notorios” (CSJN 8-3-83 Burman c. Alvarez LL 1983-B-445), como sería en el caso la práctica que lleva a que se reclamen créditos para el consumo por medio de instrumentos ejecutivos, por lo que no cabe aferrarse a ritualismos que desnaturalicen una protección en la que está expresamente interesada el orden público (LDC art. 65) que además, se encuentra constitucionalmente garantizada (arts. 42 C.N. y 38 C. de esta Provincia).

 
Volviendo a la sostenida imposibilidad de ponderar la relación subyacente, en cuánto de consumo, patente por la sola calidad de las personas enfrentadas, he de insistir en que tal calificación no importa la apertura de debate acerca de la causa de la obligación, sino la ponderación objetiva de elementos jurídicos del régimen aplicable a quienes asumen la calidad de litigantes. No se abre debate causal, sino que se aplica la presunción de derecho que resulta del art. 3° de la LDC, regla de interpretación legal de la que no puede prescindir el juzgador.

 
Por lo demás, corresponde al magistrado analizar el título, y ello no supone “analizar la causa” al aplicar la presunción legal que impone la letra de LDC. Reitero, no se ha abierto debate alguno del aspecto causal, sino que se hace aplicación de la presunción de derecho que resulta de la ley,  que se hace imperativa y prioritaria, pues no hacerlo implicaría violar una norma de orden público constitucional (art. 42 C.N. y 38 C. de esta Provincia y arts. 1°, 3° y 65 de la LDC y arg. art. 163 inc. 5° y 6° y 384  Cód. Proc.).

 
Al respecto se ha afirmado que: “… así como la instrumentación del documento pagaré genera una relación jurídica de naturaleza especial (la cambiaria), en el caso de la existencia de una relación de consumo, se trata de una particular obligación cambiaria: una “relación cambiaria de consumo”. En una palabra, no puede aducirse que por el solo hecho de haberse instrumentado en un documento pagaré, la obligación muta de naturaleza;  sigue siendo una obligación, cambiaria,  fundada en una relación de consumo que se proyecta en el título, lo que no atañe a la causal necesariamente” (Junyent Bas, Francisco - Del Cerro, Candelaria “Aspectos Procesales de la Ley de Defensa del Consumidor” LL ejemplar 14-06-2010).

 
Cuándo aludimos a la “relación de consumo” no por ello se desnaturaliza la obligación cambiaria, sino que ello le agregará, una óptica o hecho tuitivo en “pro” de los intereses del deudor/consumidor cambiario. Es que la relación de consumo no desnaturaliza los límites que el derecho sustantivo y ritual predican en materia de juicio ejecutivo. En realidad lo único que se hace es calificar a la obligación –en este caso, cambiaria– como de consumo, con el alcance anotado. No nos entrometemos en el hecho jurídico que le sirvió de génesis, sino que establecemos que determinados preceptos de la legislación consumerista pueden ser objeto de aplicación, considerando que el deudor cambiario cuenta con un techo tuitivo dispensado por la LDC, sin perjuicio de las prerrogativas que la legislación comercial –DL 5965/63– le confiere como plataforma o piso. Esta manera de discernir la cuestión nos evita el concepto de “causa-fuente” de la relación jurídica analizada y no nos exige ingresar en el análisis de la mutación de ella al estar comprendida por la LDC  (Guillermo E. Falco y María Constanza Garzino “El Juicio Ejecutivo, Las defensas Causales y La Ley del Consumidor LL ejemplar 15-2-2010 pág. 4/6).

 
Desde otra perspectiva hermenéutica advirtamos también que el fundamento del principio de “abstracción”, tal como lo predica el agraviado, viene de la mano del de “literalidad” y “autonomía”  y tiene su razón en que los títulos cambiarios cumplen una función de obtención y circulación del crédito, favoreciendo el comercio y la actividad económica (Etcheverry, Raúl “derecho Comercial y Económico” Parte General Primera Reimpresión, Astrea pág. 172). Más ha de repararse al respecto que la abstracción cambiaria no rige entre obligados directos o inmediatos, sino que es una modalidad del régimen de circulación dirigido a garantizar los derechos de terceros que adquieran el documento (decreto 5965/63 art. 1°). 

 
De allí la posibilidad de discutir la causa de la obligación cuándo se enfrentan en juicio, aún ejecutivo, las partes que directamente negociaron la cambial (Bergel “Oponibilidad de Excepciones Causales al Tomador Inmediato…” LL 120-1225), pues el carácter abstracto del documento tiene por fin proteger la circulación, por tanto no rige en las relaciones entre dos personas que han contratado entre sí; es decir entre dos vinculados causales que se enfrentan por el incumplimiento de la relación cartular, pues entre ellos no tiene sentido prescindir de las relaciones causales (Escutti, Ignacio “Títulos de Crédito” editorial Astrea, Bs.As. 2006 pág. 14).

 
Por tanto, en orden al vínculo directo de la operación comercial de autos, aprecio que no resulta procedente argumentar la abstracción del título como para injustificar la incompetencia decretada con sustento en la norma del art. 36 de la LDC, conclusión que se fortalece en el marco de lo dispuesto por el art.  53 de LDC – relativa a que corresponde a los proveedores aportar al proceso todos los elementos de prueba que obren en su poder, conforme las características del servicio, prestando la colaboración necesaria para el esclarecimiento de la cuestión debatida en juicio - pues ninguna invocación ni insinuación ha formulado ni deslizado la actora en torno al carácter extra consumo del vínculo. 


Pero además de lo dicho, no puedo omitir señalar que el criterio confirmatorio que propicio recibe el incuestionable respaldo de un principio interpretativo de larga tradición, “el principio de especialidad”, por el cuál la ley específica prevalece sobre la general, más también interviene el principio de que la ley posterior resulta derogatoria de la anterior, en cuánto ésta se muestre incompatible con aquélla. Ambos principios en conjunto suman otra razón también justificante para decidir la aplicación de la legislación del consumidor, y el consecuente permiso normativo para soslayar la ley procesal, entendimiento que por otra parte se deriva del propio texto del art. 3° de la ley del Consumo.


Y para cerrar este tramo indico asimismo que el cuestionamiento procesal a la incompetencia oficiosa decretada, omite considerar una pauta de oro, esta es que las reglas procedimentales, en tanto instrumentales al derecho sustancial, no pueden constituirse en obstáculo distorsivo del mismo, desatendiendo además de una regla de orden público (art. 65 LDC). Lo procesal no puede traicionar lo sustancial, particularmente cuándo opera a su respecto una garantía constitucional expresamente reconocida (art 42 C.N. y 38 C. de esta Provincia).


 
c) LA TELESIS DE LA LDC  Y LA TUTELA JURISDICCIONAL:

 
No he de abundar demasiado sobre este aspecto, en tanto resulta irrefregable que el sistema de defensa del consumidor tiende a proteger a una de las partes, reestableciendo el equilibrio contractual, afectado por una falla estructural del mercado. Se trata de tutelar a quien se encuentra en una situación de desprotección, frente a una relación asimétrica respecto de los proveedores de bienes y servicios, presumiéndose que la voluntad del consumidor está desdibujada y su consentimiento restringido por la voluntad dominante del proveedor. Así, atendiendo a las situaciones de abuso de poder se busca asegurar una “igualdad de oportunidades”. No es una intervención que distorsiona la autonomía, sino que la mejora, permitiendo que los contratantes se expresen en pie de igualdad (Mosset Iturraspe “El Orden Público y la Tutela del Consumidor y Usuario” en Revista de Derecho Privado y Comunitario” N° 3 del 2007 “Orden Público y Buenas Costumbres”, Rubinzal Culzoni- Santa Fe 2007, pág. 55).

 
Es que en el tráfico negocial moderno lejos ha quedado aquella “declaración de voluntad común” del art. 1137 del Cód. Civil en su concepción clásica.

 
La LDC establece que “será competente para entender en el conocimiento de los litigios relativos a los contratos regulados por el presente artículo (operaciones financieras para consumo y en las de crédito para el consumo), siendo nulo cualquier pacto en contrario, el tribunal correspondiente al domicilio real del consumidor. A su turno el art. 37 consagra en torno a la interpretación respectiva,  que se tendrán por no convenidas, las  cláusulas… b) que importen renuncia o restricción de los derechos del consumidor o amplíen los derechos de la otra parte”, estableciendo que “… la interpretación del contrato se hará en el sentido más favorable al consumidor”, directriz que concuerda en lo específico con la pauta general del art. 3° de la misma.

 
Desde esta estructura legal, capitalizando igualmente la pauta del aludido art. 21 del Cód. Civil, aprecio que la competencia no resulta en esta puntual área de las relaciones de consumo, disponible para las partes, quienes no pueden renunciar ni desistir de su aplicación, lo que obliga a juez a indagar la esencia del negocio y aplicar la norma pertinente, aún ante el silencio que observe el propio interesado. De allí que la posibilidad oficiosa de discernir la competencia por parte del juzgador, se presente absolutamente legítima en esta específica área. Estamos en presencia de normas más que imperativas, cuya integración a la relación de consumo debe ser hecha por los jueces, con prescindencia de la alegación de la parte. Ello deriva del carácter protectorio que inviste el Derecho del Consumidor, con su anotada raíz constitucional (art. 42 CN y 38 de la C. de esta Provincia), lo que impone que sus previsiones resulten aplicables inmediatamente a las relaciones preexistentes a su vigencia, implicando ello la modificación del código de rito en todo lo que expresa e implícitamente previera en sentido contrario. 

 
Es que se trata de la preservación del “orden público económico” (Alterini, A. A. “Contratos Civiles, Comerciales de Consumo. Teoría General” Bs. As. Abeledo Perrot 1998, n° 16 pag. 47) que comprende al de “protección”, “coordinación” y “dirección”. 

 
En concordancia con el criterio, se ha sostenido que “… Se impone al sentenciante en esta área actuar el derecho o el “iuria novit curia” cristalizado en la subsunción legal … Se exige de la magistratura adoptar por sí, sin requerimiento de parte, el comportamiento correspondiente…” (Guillermo Falco y María Constanza Garzino trabajo aludido precedentemente LL ejemplar 15-2-2010 págs. 4/6 comentando lo decidido en “Cuevas, Eduardo Alberto c. Salcedo, Alejandro René” - SCBA  del 2010-09-01).

 
Y es que el Derecho de los Consumidores se erige en un microsistema legal de protección que gira dentro del Derecho Privado, en dónde las soluciones deben buscarse primero dentro del propio sistema y no por recurrencia a la analogía, ya que lo propio de un microsistema en su carácter autónomo, y aún derogatorio de normas generales. Por tanto, tal plexo normativo se proyecta e impacta en el Derecho Civil, Comercial. Procesal, Administrativo, mediante normas especiales aplicables a la clase de vínculos regulados por ella, quedando afectado también el régimen de competencia establecido en el sistema procesal.

 
Si con solo instrumentar una operación de crédito en un pagaré alcanza para eludir la aplicación de la LDC, la protección que persiguió otorgar la ley 26631 al modificar el art. 36, sería inexistente (del dictamen de la Fiscal  General de la Nación en causa “Cía. Financiera Argentina S.A. c. Heredia, Rodolfo M. s/ ejecutivo LL ejemplar 31-7-09 pág. 4 y ss y arg. nota art. 3136 Cód. Civil). Pues, … si el título de crédito pone la operación fuera del alcance la LDC, no queda mucho terreno donde opere eficazmente la tutela al consumidor que consagra el art. 42 de la CN” (del dictamen anterior), mandato que reedita la nuestra (art 38), pues  “… no debemos llegar a la ingenuidad de creer que un prestamista o una entidad financiera puede aceptar fácilmente que en la operación crediticia se consigne que el destino  del préstamo es “para consumo” (Farina, Juan Carlos “Defensa del Consumidor y del Usuario” Ed. ASTREA, 3° EDICIÓN ACTUALIZADA Y AMPLIADA Bs. As. 2004, pág. 365).

 
Y es que se trata de tutelas diferenciadas, donde el juez tiene el deber de utilizar presunciones a favor del débil, porque existen en el proceso elementos que autorizan a inferir una evidente distorsión de fuerzas en la relación jurídica en conflicto, y se trata de proyectar en el proceso judicial las expresas pautas que consagra la ley especial. De allí que se haya definido al proceso del consumidor, “como un proceso de conocimiento especial, conforme las reglas del juicio más abreviado de cada jurisdicción, creado por la ley de defensa del consumidor, para las relaciones de consumo, y que altera a favor del consumidor o usuario, reglas sustanciales y procesales, con intervención obligada del Ministerio Público como Fiscal de la ley y especial referencia a la ampliación, tanto de los sujetos legitimados y de su representación procesal como, al objeto debatido y a las reglas de interpretación específica a seguir por el juez (Berstein, Horacio “Derecho Procesal del consumidor” Ed. La Ley Bs. As. Comentario de Osvaldo Alfredo Gozaíni LL 2004-B-1462 sec. Bibliografía).

 
Queda habilitada así una jurisdicción proteccional de acompañamiento, en cuanto a través del riguroso cumplimiento de las pautas procesales legalmente establecidas, se prodiga amparo a quién lo necesita, lo que implica respeto al “orden público de protección” imbricado en la ley. 

 
Aprecio de este modo, que la relación jurídica inferida por el sentenciante para sustentar su incompetencia,  responde objetivamente, conforme los aspectos considerados  en el apartado a) de mi voto,  a un vínculo de consumo, el que por rango constitucional determina la protección del consumidor, con cómputo del orden público expresamente involucrado en el ordenamiento respectivo. Tales extremos hacen que quede ampliamente superado el concepto de imperatividad de la norma – (Belluscio-Zannoni  Cód. Civil comentado T 1, p.105, 5° párrafo), no requiriendo por tanto su aplicación de petición de parte (actor-demandado), sino que, ante su configuración, se convierte en mandato de inexcusable aplicación para el sentenciante…” (Guillermo E. Falco y María Constanza Garzino “El juicio Ejecutivo, Las defensas Causales y la Ley de Defensa del Consumidor” LL ejemplar 15-2-2010 págs. 4/6).

 
d) LA INTEGRACION NORMATIVA DE LA LDC Y SU PRIMACIA – EL CRITERIO INTERPRETATIVO: 

 
Tal como lo expresa el Fiscal de Cámaras, ciertamente la cuestión determina la incorporación de un cambio de paradigma. 

 
Es que las normas de la LDC irrumpen en el sistema jurídico, impactando todas sus delimitadas áreas, lo que produce justificadamente una suerte de perplejidad en quienes debemos dirimir los conflictos respectivos, pues de algún modo resistimos tal radical cambio, en cuánto parece trastocar tradicionales principios del derecho que nos son  familiares, esquemáticamente cotidianos. Tal el de inferir presuncionalmente a través de indicios, en un proceso ejecutivo, una relación de consumo, haciendo en consecuencia aplicación de las normas procesales establecidas a su respecto, sustrayéndola de las comunes. 

 
La alternativa nos exige despojarnos esforzadamente del modelo de configuración clásico del proceso ejecutivo, aprendido, conocido, absolutamente delimitado, pues las normas protectorias de la LDC exorbitan sus pautas. 

 
En tal situación ha de considerarse que la aplicación de las normas relativas a la relación de consumo impiden el “fraude a la ley” (arg. nota art. 3136 Cód. Civil), desde que la sola y despojada aplicación de la legislación cambiaria, tal como se lo propone, conlleva de modo inexorable la violación del régimen proteccional establecido por la LDC, y por tanto vulnera la garantía constitucional que a su respecto consagra el art. 42 (art. 38 de la C. de la Provincia). 

 
Más el desafío requiere un denodado despliegue interpretativo para superar esta inicial tensión, requiriendo la implementación de un verdadero test de los valores y principios que impregnan la controversia, capitalizando en ello el rango constitucional y de orden público que aquilata la legislación específica, para así alcanzar la decisión ajustada. En la tarea no puede dejar de reconocerse que el sendero ya ha sido recorrido con medulosa motivación por un importante sector de la Justicia Nacional en lo Comercial (“Criterios Jurisprudenciales Imperantes en Materia de Declaración Oficiosa de Incompetencia en Juicios Ejecutivos de Consumo” Alvarez Larrondo, Federico M. en “Revista De Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa” Año I N° 1 Septiembre 2010 pág. 84/113) y por nuestra Casación Provincial (“Cuevas, Eduardo Alberto c. Salcedo, Alejandro René” 01/09/2010 LL ejemplar del 14-9-2010 pág. 4 con su comentario de Federico M. Alvarez Larrondo y LL ejemplar del 15.2.2011 pág. 4 con comentario de Guillermo E. Falco y María Constanza Garzino), ello a través de pronunciamientos escrupulosamente analíticos, en cuánto se ponderan los distintos aspectos que convergen en la controversia, acuñando  razones  que fortalecen el entendimiento de estas cuestiones. 

 
Para ello señalemos en primer término que LDC integra nuestro derecho positivo, y se debe aplicar cada vez que se de una relación de consumo, con prescindencia de toda otra norma que se oponga a sus explícitas disposiciones (arts. 1° y 3°), correspondiendo inaplicar toda norma procesal que cree una presunción en su contra sobre la simple base de suponer una renuncia a cualquiera de los derechos conferidos con carácter de orden público, y por tanto, irrenunciables (C 1° CC Mar del Plata Sala II Mayo 15-997 “Banco Integrado Departamental Coop. Ldo. c. Alvarez, Elba” -  LLBA-1997 y su comentario al pie Juan M. Farina “Defensa del Consumidor: dos criterios opuestos acerca de los alcances de la tutela legal”). 

 
Es más, ante el conflicto que se plantea entre la LDC y la norma que limita la posibilidad de ingresar en el análisis de la causa-fuente de la obligación (art. 542 Cód. Proc.) cabe resolver en orden a la  preeminencia que consagra del art. 3° de la LDC que establece que “en caso de duda sobre la interpretación de los principios que establece la ley prevalecerá la más favorable al consumidor”, en consecuencia se ha sostenido que “si hubiera colisión entre una norma de derecho común y otra que protege a los consumidores, primará esta última. Por tanto el régimen de derecho que surge de la LDC importa no sólo complementar sino modificar o derogar, siquiera parcialmente, las normas de otras ramas jurídicas que se apliquen a la relación de consumo que concretamente se considere” (Junyent Bas, Francisco-Del Cerro, Candelaria “Aspectos Procesales de la Ley de Defensa del Consumidor” LL del 14-062010, 1).

 
El criterio consagra un “principio de preeminencia normativa”, ello para evitar el fraude a la ley, el que finca en eludir el obstáculo que naturalmente se plantea al promover ejecuciones con base a títulos cambiarios, en cuánto no autorizan ni permiten indagación del aspecto causa-fuente. Así, toda la preceptiva tuitiva de la legislación consumerista impondrá al judicante jerarquizarla por encima de las limitaciones que la legislación cambiaria o comercial establece a la hora de impedir indagar en la causa-fuente de la obligación, evitando así que ésta viole el régimen normativo que regula la protección del consumo (trabajo citado Falco-Garzino LL ejemplar 15-2-2010 pág. 4/6).

 
Héctor Alegría nos enseña que se trata de discernir las relaciones entre en derecho de protección al consumidor y el derecho comercial, partiendo de la regla del art. 3° de la ley 24240 modificado por la ley 26331, considerando al consumidor como “parte débil”, habilitándose una protección que tiene su origen en la necesidad de corregir los desequilibrios del mercado, objetivo que se cumple a través de una serie de medidas contenidas en la normas indicadas que definen el contexto de LDC.


Señala que la norma del art. 3° prevé la integración de las disposiciones de LDC con los otros regímenes y la preeminencia de ella por sobre las reglas legales eventualmente aplicables. Así hay una integración expresa con relación a la Ley de Defensa de la Competencia N° 25156 y de la ley de Lealtad Comercial N° 22802. Más “… Es reconocido que la LDC no contiene un cuerpo relativamente completo de las normas que regulan las operaciones concretas sobre las que recae la protección del consumidor. Por tanto hay una recíproca influencia de la legislación que ordinariamente rige esas relaciones con el sistema de protección al consumidor (Hernández, Carlos “Hacia la Generalización de algunas Soluciones del Régimen de Defensa del Consumidor (El diálogo entre el Derecho Común y el Derecho del Consumidor), en Edición Homenaje a Jorge Mosset Iturraspe, UNI Santa Fe  2005, pág. 197 y siguientes; Stiglitz, Rubén y Stiglitz, Gabriel “Derechos y Defensa del Consumidor” La Roca Bs. As. 1994 pág. 31) por ello es común el tratamiento en la doctrina de las relaciones entre el derecho común (Derecho Civil y Derecho Comercial, generalmente) y el régimen de protección al consumidor” (ver Mosset Iturraspe-Lorenzetti “Defensa del Consumidor” Rubinzal-Culzoni Santa Fe 1194 pág. 70; Wajntraub, Javier “Protección Jurídica del Consumidor” Lexis Nexis/Depalma Bs. As. 2004 pág. 44), pudiendo afirmarse que “ el derecho relativo a la protección del consumidor  se integra naturalmente con esas ramas jurídicas, ya sea cuándo introduce nuevas normas aplicables a los actos y contratos que éstas regulan, ya imponiendo soluciones que impiden, total o parcialmente, la aplicación del derecho común” (”Régimen Legal de Protección del Consumidor y el Derecho Comercial” Alegría, Héctor LL ejemplar 26-4-2010).

 
Continúa apuntando Alegría que  si analizamos el art. 3° de la LDC y lo coordinamos con la primera frase del art. 65 de la misma, “se llega a ver con claridad la extensión interpretativa que se debe otorgar a la preeminencia a la que se refiere el primero de esos preceptos. Consecuentemente, en una interpretación legal, “…si hubiera colisión entre una norma de derecho común y otra que protege a los consumidores, primará esta última. Por tanto el régimen de derecho que surge de LDC importará no sólo complementar sino también modificar o derogar, siquiera parcialmente, las normas de otras ramas jurídicas que se apliquen a la relación de consumo que concretamente se considere. Incluso la ley establece que en caso de duda sobre “la interpretación de los principios que establece la ley, prevalecerá la más favorable al consumidor”. Mas en los supuestos en que Alegría rotula como “Espacios Superpuestos” – tal nuestro caso-,  en los que podría darse una contradicción entre el Derecho común y el Derecho del Consumidor…” las normas de integración y preeminencia… harían prevalecer las reglas de la LDC (del trabajo citado precedentemente)


Para finalizar este apartado digamos también que la SCJN señaló que “La normativa emanada de la ley 24240 está integrada con el plexo jurídico general y especial que regula las relaciones que se establecen a partir de las personas físicas o ideales… Tal integración sucede porque ambas legislaciones regulan la actividad de dichas personas, aunque en diferentes actos y consecuencias” (Retamar, María E. c. Moño Azul S.A. 31-3-99 ED 183-469).

 
e) INTERES DE LA PAUTA SOBRE LA COMPETENCIA:


Sin duda el prioritario respeto a la pauta del art. 36 en relación a la competencia tiende a resguardar el derecho de acceso a la justicia y la defensa en juicio de la parte débil de la relación, en un vínculo negocial asimétrico, en la inteligencia de que el ejercicio de esos derechos se ve obstruido si la causa judicial se aleja de los jueces de su domicilio. “…Resultaría un contrasentido postular que sólo el afectado puede plantear la incompetencia cuando la operatividad de la norma presupone que el acceso a la jurisdicción del afectado está restringido. Es el juez quien advertido de que ha promovido el juicio contra el consumidor en tribunales ajenos a su domicilio, debe hacer respetar la nueva disposición legal para garantizar el derecho a una tutela judicial efectiva, que es el fundamento del art. 36 de la LDC…” (del dictamen Del Fiscal Federal, aludido ut-supra ). “…La función económica del cartular que justifica que se le atribuya abstracción y autonomía para garantizar la circulación y la celeridad en el cobro, no permite justificar la transgresión de una norma de orden público vinculada a la competencia, porque ésta protege derechos de índole superior no patrimoniales, como la garantía del debido proceso y la defensa en juicio de los derechos. Estos últimos son derechos fundamentales, cuyo respeto define a un sistema de derecho como un Estado de Derecho. Dicho de otra manera, en un régimen constitucional y republicano, la protección de los derechos fundamentales de las personas se encuentra en una jerarquía superior (arts. 14, 16, 18, 28 y 31 de la C.N.), en un escalón menor se ubican las normas de orden público dictadas para proteger derechos de los particulares… Y en un peldaño muy inferior se encuentran las cláusulas contractuales o unilaterales emitidas por un banco o una entidad financiera si ejerce un rol dominante imponiendo condiciones masivas al consumidor, sin posibilidad de que éste ejerza su autonomía de voluntad. Por tales motivos, la abstracción propia del pagaré no justifica que los tribunales admitan la manifiesta violación de una norma de orden público, como lo es el art. 36 de LDC, ya sea a través de una cláusula especial o fijando el lugar de pago del pagaré. Ello implicaría una renuncia conciente a la verdad jurídica objetiva, que no se compadece con el adecuado servicio de justicia que garantiza la Constitución Nacional en su art. 18 (CS Fallos 304:326).


Y cierto es que la prórroga de competencia convenida importa en los hechos obstaculizar el ejercicio al derecho a la jurisdicción; cuándo  se lo aleja del domicilio, se lo priva de ese derecho. De este modo, “…la LDC, sin admitir prueba en contrario y bajo pena de nulidad, presupone que la prórroga territorial obstruye o perjudica la defensa del consumidor. Los tribunales no pueden desatender el mandato legal, ni realizar interpretaciones que lo priven de contenido…” (Mosset Iturraspe, Jorge – Lorenzetti, Ricardo “Defensa del Consumidor” Rubinzal-Culzoni, Santa Fe 1994 pág. 279). Por tanto, no cabe a la jurisdicción convalidar un artilugio orientado a burlar los derechos del consumidor.

 
De allí que resulte procedente la declaración de incompetencia de oficio, en cuánto se funda en una norma de orden público, específica y además posterior a las que se invocan para sostener su improcedencia, “…diseñada precisamente para garantizar el acceso a la jurisdicción del consumidor, y su derecho de defensa” (del dictamen Fiscal indicado), señalando con Wajntraub en torno a la proyección de la LDC  que “…evidentemente el avance más trascendente se da en el campo procesal (“La Protección… op. Cit.).

 
Por lo demás, la tesis contraria importaría vaciar de contenido la norma prohibitiva, dado que la obtención de un título ejecutivo que asegure al proveedor de crédito una vía expedita para el cobro es la regla de oro en el otorgamiento de créditos para el consumo. Dicho de otro modo, si la norma de orden público que tiene por fin proteger el acceso a la jurisdicción y la defensa en juicio de la parte más débil de la relación, no se aplica a un juicio ejecutivo, la directiva del legislador queda prácticamente sin marco de aplicación. 

  
Finalmente ha de recordarse en orden al  resultado interpretativo, que “…es principio de hermenéutica que la exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigna no lleve a la pérdida de un derecho, o que el apego a la letra no desnaturalice la finalidad que ha inspirado su sanción, pues es regla de interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional (CS Fallos 307:2420 ; 327:4850).

 
f) EL MOTIVADO CRITERIO DE NUESTRA CASACION Y EL ANTECEDENTE NACIONAL:

 
En concordancia con el criterio, también nuestra Casación ha marcado que en el entendimiento hermenéutico relativo a este tipo de dilema debe imperar el que permita arribar a una solución que proteja del modo más eficiente posible la finalidad tuitiva de grupos tradicionalmente postergados y particularmente vulnerables (CS Fallos 331:819), como ocurre con los usuarios y los consumidores ( SCBA 2010/09/01 “Cuevas, Eduardo A. c/ Salcedo, Alejandro René s/ ejecutivo” LL ejemplar 14-9-2010 págs. 3/7 voto juez Hitters y causa C 98790 12-8-09 y C 109.193 del 11-8-20010)., capitalizando lo sostenido por Zaffaroni, en cuánto a que la LDC opera a modo de “purificador legal”, integrando sus normas con las de todo el orden jurídico, de manera que se impone una interpretación que no produzca un conflicto internormativo, ni malogre o controvierta los derechos y garantías que en tal sentido consagra el art. 42 C.N. (C.S. Fallos 329:646 voto juez Zaffaroni; 331:2614 voto del juez Maqueda).

 
En el indicado precedente Cuevas se sostuvo la posibilidad de rechazar de oficio la competencia, si se constata que la ejecución traída se encuentra causada por  una operación financiera para consumo o de crédito para consumo (ver Molina Sandoval, Carlos “Reformas Sustanciales” en Suplemento Especial de la LDC LL 2008 pág. 105). Por el contrario, “… proveer la ejecución del pagaré ante tales circunstancias, lejos de traducir un comportamiento funcional al ámbito jurídico, habría configurado un verdadero escamoteo de la aspiración de justicia que debe rezumar toda actuación procesal, y, en sentido lato, todo el ordenamiento formal y fondal…”, entendiendo que la validación de lo actuado conforma fraude a la ley, “…al acudirse al recurso de instrumentar la deuda derivada de una operación crediticia con un consumidor, en un título cambiario para luego presentarlo a ejecución en un domicilio distinto del real de éste so pretexto de hacerlo en el establecido al efecto del ordenamiento jurídico y bajo la condición de no poder cuestionarse el origen o causa del crédito, atento los conocidos caracteres de necesidad, formalidad, literalidad, completitud, autonomía y abstracción del título… lo que habría importado contravenir palmariamente la finalidad específica de la tutela establecida en el orden público de consumo”. Se considera así que este disvalioso comportamiento no puede lograr el resultado buscado, contrario a la teleología de la normativa imperativa que se pretende vulnerar (arts 36 y 65 LDC, arts. 21, 953, 1071 Cód. Civil; Mosset Iturraspe, Jorge “Fraude a la Ley” Revista de Derecho Privado y Comunitario N° 4 Rubinzal-Culzoni 1998 pás. 7 y ss.- voto juez Pettigiani en ella y en causa C 109.193 – ver igualmente nota art.3136 Cód. Civil).

 
Continua expresando el magistrado indicado que el estrecho marco cognitivo que se deriva del art. 542 inc. 4° del Cód. Proc. en cuanto veda examinar la legitimidad de la causa de la obligación en el marco de la excepción de la inhabilidad de título, “… no podría impedir que cualquier juez declarara en forma liminar y oficiosa, tanto la inexistencia manifiesta de la deuda que se pretende ejecutar (SC Fallos 278:346, 324:2009 entre otros;  SCBA Ac. 68768 15-12-99, Ac. 9086 6-12-06), como la manifiesta incompetencia territorial en fraude de la ley civil de orden público (arts. 4|, 529, 542 inc. 1° del Cód. Proc.).

 
Destaca asimismo “… la necesaria integración armónica entre los institutos del derecho mercantil y del consumo involucrados en este conflicto normativo (SCBA AC.80375 15-3-03), toda vez que los mencionados caracteres del título (necesidad, formalidad, literalidad, completitud, autonomía y abstracción) que posibilitan de ordinario en cumplimiento de las funciones propias, económicas, jurídicas, e incluso su rigor cambiario procesal, deben ser armonizados con las exigencias del interés público en la defensa del consumidor (SCBA Causa 109.193).

 
Por ello, señala “… no será posible atribuir al domicilio fijado en el cartular aptitud determinativa de la competencia cuando el librador del título y ejecutado fuera consumidor de un crédito para consumo, sin que por las mismas razones dadas, una serie ininterrumpida de endosos, pueda justificar una solución distinta (arg. art. 18 DL 5965/63), bastando a quien pretenda una mayor agilidad en el pago o negociabilidad de un crédito para consumo, a todo evento, requerir del librador consumidor la emisión de un pagaré cuyo domicilio de pago coincida con su domicilio real al tiempo de su otorgamiento(su voto causa C109.193).  

 
Tal motivado criterio se eleva en mi criterio a la consideración de precedente de inexcusable acatamiento en nuestra jurisdicción en la categoría de doctrina legal para nuestros tribunales (ver trabajo al pie “Nueva Doctrina Legal de la SCJBA en Materia de Juicios Ejecutivos de Consumo” de Federico M. Alvarez Larrondo LL ejemplar 14-9-20010 pág. 3), sin que el antecedente procedente de la Corte Nacional a que alude el apelante en su memoria (“Compañía Financiera Argentina S.A. c. Toleto, Cristián Alberto LL ejemplar 7-9-2010 pág. 6) neutralice o reduzca su proyección, en tanto la conceptualización genérica en que se funda (asunto patrimonial, con consecuente posibilidad de prórroga de la competencia) se produce en el contexto de la expresa previsión del párrafo 3° del art. 4° del Cód. Proc. de la Nación, inexistente en el nuestro, lo que le confiere, conjuntamente con la laxa modalidad de sólo receptar el dictamen del Procurador, un acotado perfil interpretativo, que ciertamente contrasta  con las profusas y acertadas razones que se despliegan  en nuestro precedente casatorio, aspectos que en mi entendimiento autorizan a priorizar el criterio opuesto. 

 
La jerarquía argumental del fallo de nuestra Casación, contrasta con la pobreza de razones que ofrece el antecedente nacional referenciado, particularmente en un tema que ha suscitado tanto desarrollo doctrinario e interpretativo, lo que justifica que se dijera a su respecto  “…que llama poderosamente la atención que en un tema tan importante, y que tanto debate jurídico generara, la Corte se expida a través de los dichos del Procurador, y con una carencia de argumentos harto llamativa. Y más aún lo es el voto de un Ministro como Zaffaroni, quién ha bosquejado en sus votos en materia de consumo las posturas más proactivas, en defensa del débil jurídico…” (Criterios Jurisprudenciales Imperantes en Materia de Declaración Oficiosa de Incompetencia en Juicios Ejecutivos de Consumo” Federico M. Alvarez Larrondo Revista de Derecho Comercial del Consumidor y de la Empresa Año I N° 1 Septiembre 2010  pág.113).

Y para cerrar este bloque, he de señalar que el fundado criterio casatorio provincial sustentado en “Cuevas, Eduardo c. Salcedo, Alejandro René” no se ve empañado por la decisión recaída en los autos “TEV S.A. c. Picagua Bogado, Laura Beatriz s/ cobro ejecutivo, de fecha 22-12-2010, pues antes bien, queda ratificado en la misma el entendimiento consagrado en Cuevas, ello al señalarse como prematura la declaración oficiosa, …“sin que se advierta en la especie, de una detenida compulsa de las actuaciones, la constatación (mediante elementos serios y adecuadamente justificados) de la existencia de una relación de consumo, a la que se refiere el art. 36 de la Ley del Consumidor, que permita juzgar la cuestión de modo diverso (conf. doctr. Causa 109.193, “Cuevas, resol. del 11-X-2010; c 11|1.325, Electrónica Magatone S.A., resol 29-X-2010; C 111.152, “Bilbao, resol del 13-X-2010)”.


Por tanto nuestra Corte, lejos de descartar la incompetencia oficiosa en la especie, subordina la aplicabilidad del art. 36 de la LDC a la configuración, mediante “elementos serios y justificados”, de la existencia de una relación de consumo.


 
g) UNA PRESENCIA QUE REVELA LA CELOSA CUESTODIA DEL INTERES PÚBLICO:

 
La participación y legitimación que en certero análisis sostiene la Fiscalía de Cámaras en el dictamen respectivo, encuentra sustento normativo expreso en el art. 52 de LDC y el 27 de la ley 13133, mandato que extrovierte una custodia particularizada, confiada a  quien encarna la tutela de la ley y del interés público.

 
Y obsérvese que esta intervención no se deja librado a la discrecionalidad del juez, ni del Ministerio Público Fiscal –en cuanto podría ser convocado en orden a los genéricos términos que establecen las leyes procesales, en nuestra Provincia art. 1° y 17 inc. 4° ley 12061- , sino que es la ley sustancial la que le atribuye un rol puntual en el cumplimiento de sus preceptos, confiriéndole intervención obligatoria como “Fiscal de la ley”, lo que expresa para el representante público un mandato imperativo de celosa custodia de sus preceptos y de tutela al consumidor.

 
Y esta atribución expresa consignada en la ley, no es desprevenida ni menor, por el contrario devela el alto grado de compromiso socio-económico que el estatuto del consumo tiene, lo que autoriza a conferirle una proyección calificada, ello más allá de su incuestionable configuración como garantía explícita (arts. 42 C.N. y 38 C. de la Provincia) y la expresa calidad de orden público que proclama respecto de sus normas (art. 65 LDC).

 
h) LA GARANTIA CONSTITUCIONAL DEL CONSUMIDOR Y SU DERECHO DE DEFENSA:

 
He de señalar ahora, más allá de lo que se infiere de los argumentos precedentes, que los aspectos procesales en materia de consumo son un eje fundamental, ya que un real y efectivo ejercicio de un derecho tiene más que ver con la forma de ejercerlos, que con el propio reconocimiento, pues de lo contrario se torna en una abstracción (Graciela Lovece “Una Nueva Base para Seguir Creciendo” en Reforma de la Ley de Defensa del Consumidor – Suplemento Especial de La Ley Abril 2008 pág. 78 “El Libre Acceso a la Justicia como Posibilidad de Ejercicio Efectivo del Derecho”).

 
Es que partiendo del concepto de “debido proceso constitucional”, se trata de que éste resulte una herramienta al servicio de los derechos sustanciales, pues no tiene un fin en sí mismo, sino que sirve para realizar el derecho. No debe ser apreciado como un mero procedimiento, sino una garantía esencial.

 
La constitucionalización del proceso supone crear condiciones para entender “que es lo debido”, y para ello hay una cuestión esencial que comienza desde la entrada al proceso y continúa a través de toda la instancia, culminando con el derecho a una sentencia fundada, que pueda ser ejecutada y cumplida. En el caso, el debido proceso constitucional se debe observar desde la plataforma de los más necesitados, mediante la aplicación del sistema tuitivo que establece la ley, de neto carácter proteccionista. Es necesario por tanto superar el procesalismo formal; se trata del derecho a tener un proceso sin resignaciones ni egoísmos adjetivos (Cozaíni, Osvaldo Alfredo “El Debido Proceso en la actualidad” ll del 10-12-03).

 
Sabemos que el derecho del consumidor es un sistema global de normas, principios e instrumentos de implementación a favor del consumidor, en cuanto ser vulnerable que merece cuidados del legislador y del intérprete. Ello significa que aún otorgando al consumidor una protección diferenciada, ello se debe integrar en el litigio y lograr que aquella interpretación no se confunda ni limite cuándo se mide la controversia en los carriles clásicos del proceso jurisdiccional. Pues la igualdad se consigue únicamente si el juez presta atención al contenido de las pretensiones, en lugar de anteponer aquellos criterios individuales que han regido la controversia judicial desde hace muchos años.

 
Y es que, reitero, el proceso judicial es una garantía constitucional. Más ésta puede ser vista desde un modelo estanco y simple, que asegura el derecho de defensa en juicio, y con ello, dejar en manos de las personas el ejercicio activo de esa defensa y en el poder del Estado la facultad de ofrecerle un instrumento, medio o lugar, donde debatir en igualdad de condiciones y bajo un sistema de absoluta imparcialidad. O bien se puede exigir del Estado algo más, es decir que la justicia que ofrece sea útil y efectiva. Que no se destine a un formalismo simplista de dar u ofrecer el instrumento o medio de debate, sino que sus jueces estén atentos y vigilantes al contenido de la contienda, para dar una herramienta suficiente y una actividad basada en la prudencia, donde la oportunidad y la justicia deban llegar juntas.

 
Y es así que este nuevo derecho del consumidor debe colegirse por los jueces. A éstos les cabe interpretar la axiología y, por supuesto comprender que ante situaciones litigiosas las reglas tradicionales del proceso no pueden aplicarse ipso facto. La reforma constitucional, con su art. 42, los emplaza en una lectura que no pueden soslayar. Es que los procesos donde se resuelven derechos del consumidor son procesos constitucionales, y así habrá que interpretarlos, con su lógica y consecuencias.

 
Tal la mirada constitucional que avala el criterio. 

 
Es más, para dimensionar la proyección de la cuestión en relación a la garantía de “defensa en juicio” ha de repararse en el  prístino mandato del art. 15 de la Constitución de nuestra Provincia, ello en cuánto alude a “tutela continua”, lo que implica: “permanente, constante, que no experimenta hiatos, interrupciones, quiebras o paréntesis. Lo traduce muy gráficamente el Diccionario en cuánto nos dice que  continuar, es seguir lo comenzado, es prolongar la acción, es efecto de la permanencia, de no cesar, de proseguir el curso (Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, Vigésima Primera Edición, Madrid 1992, tI, verbo “continuar”). Es éste “uno de los principios informadores de la efectividad de la jurisdicción  y del derecho (constitucional) al proceso, es deber de preservarla también a cargo de los jueces”. 

 
Más adviértase también que la tutela  jurisdiccional debe ser además “efectiva”, “…tal efectividad es algo consustancial al derecho judicial y que tiende a su realización.

 
La efectividad es esencial a la tutela, pues una tutela que no es efectiva no sería tutela, sino vacua promesa” (Morello, Augusto “El Proceso Justo” Cap. XLV Nº 209 “Análisis y Repercusiones de la Norma Capital” págs. 709/712).  


Esta conjunción conceptual, soporte de la garantía que ofrece nuestro texto constitucional, nos indica el camino: priorizar la protección procesal que establece la norma de LDC en torno a la competencia, normativa y prioritariamente prevalente por sobre las del ordenamiento común, considerando además que con ella se resguardan las garantías que hacen al debido proceso, en cuanto concurren a cristalizar una tutela judicial efectiva, al facilitar el ejercicio del derecho de defensa del consumidor (arts. 18 y 42 CN y 15 y 38 C. de la Provincia – arts. 1, 2, 3, 36, 37, 65 y concordantes de LDC). 

 
Por último, para dar respuesta a la crítica que el apelante formula en relación a la impropiedad de apartarse de la interpretación literal del art. 36 (puntualmente referido a vínculos contractuales), he de señalar que más allá de los argumentos expresados en torno a la palmaria y recurrente modalidad cambiaria que se da en estas operaciones crediticias de consumo, cabe destacar que “…por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente, o sea en conexión con las demás normas que integran el ordenamiento general del país, de modo de obtener su armonización y concordancia entre sí y, especialmente, con los principios y garantías de la Constitución Nacional (CS Agosto-5-986 ED 120-522 con nota de Germán Bidart Campos). Por ello, no cabe atenerse estrictamente a sus palabras, ya que el espíritu que las informa es lo que debe rastrearse en procura de una aplicación racional, que avente el peligro de un formalismo paralizante. Lo que ha de perseguirse es una interpretación valiosa de lo que las normas jurídicamente, han querido mandar (CS junio 16-1987 ED 124-545 con nota Bidart Campos).

 
i) LA DESCALIFICACION CONSTITUCIONAL – LA OBJECION PROCESAL – LA TEMPORALIDAD EN LA APLICACIÓN DE LA REFORMADA PAUTA RELATIVA A LA COMPETENCIA:

 
Para dar respuesta a estos puntuales cuestionamientos, iniciando el tratamiento respectivo por  la descalificación constitucional de la pauta consagrada por el reformado art. 36 de LDC en cuánto a la competencia, he de señalar que el esgrimido quebranto de la regla general de distribución de competencias que se invoca para justificarlo (arg. arts 75 inc. 12 y  121 C.N.) lejos está de conformarse.

 
Al respecto reedito lo que expresara el juez Mares en autos (Sol Coop. De Vivienda, Crédito y Consumo c. Villalba, Ariel Marino s/ ejecutivo” (causa N° 63354/1 del 10/03/11), en cuánto a que “… cuándo una ley sustantiva contiene normas procesales para asegurar su eficacia y en cumplimiento de sus fines, ello no vulnera el principio del art. 75 inc. 12 C.N., que consagra como facultad no delegada por las Provincias la de dictar leyes de procedimiento judicial. Prueba de ello son la ley de quiebras, la del proceso de usucapión y la de prenda con registro, entre otras (CSJN Fallos 138:157; 151:254; 247:524; Morello, Sosa, Berizonce “Códigos Procesales…” T° I, parág 71, Edición Abeledo Perrot 1992). Tal es el caso del art. 36 de la LDC que establece la competencia de los jueces del domicilio del consumidor – con carácter obligatorio y de orden público – como uno de los modos de tutelar debidamente sus derechos, en el caso, el de la plenitud de la defensa en juicio (art. 18 C.N.), prevaleciendo dicha normativa particular sobre cualquier otra general, sea relativa al régimen del pagaré, sea en orden a la regulación del juicio ejecutivo por las legislaturas locales”.

 
Al par cabe apuntar también, que la existencia de la ley provincial 13.133 y la omisión que exhibe en punto a este medular recaudo de tutela judicial respecto del consumidor, en modo alguno  concurre a eximir su celoso acatamiento, bastando para ello recordar la pirámide normativa que establece el art. 31 de la C.N.


Pero además, advirtamos que la declaración de inconstitucionalidad de una norma requiere una repugnancia manifiesta, una incompatibilidad palmaria y, tratándose de un acto de suma gravedad, exige un puntual y probado agravio, no bastando las discrepancias meramente dogmáticas o doctrinarias. Ello pues, la descalificación constitucional resulta una de las funciones más delicadas en el ejercicio de la jurisdicción, marcándose a este respecto que “…no compete a los jueces hacer declaraciones generales ni abstractas, desde que es esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos... por lo que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de este modo un gravamen, para lo cuál es menester que precise y acredite suficientemente en la causa, el perjuicio que le origina la aplicación del precepto que se ataca” (CSJN Fallos 331:1434).


Y de esto se trata, en cuánto el planteo relativo a la inconstitucionalidad carece de invocación y sustento concreto en cuánto al agravio puntual que le genera la aplicación de norma impugnada, carga que debió cumplir escrupulosamente en relación al caso concreto, observando que tal inexcusable recaudo no puede ni debe inferirse del mero despliegue dogmático en que se lo funda, observándose contrastantemente la ausencia de desmedro efectivo para la actora en la resolución que se impugna (arg. art. 352 inc. 1° Cód. Proc.).

 
Ingresando ahora a la cuestionada aplicación de la ley, en cuánto tachada de retroactiva, ha de señalarse que en el planteo parecen confundirse los conceptos de “irretroactividad” y “aplicación inmediata”; y de éste sólo se trata. 

 
Así, una ley es retroactiva cuando se aplica a relaciones o situaciones jurídicas ya extinguidas bajo la ley anterior o a tramos ya consumados de las relaciones o situaciones vigentes al momento de su sanción, más no cuando la aplicación de la nueva norma tan solo alcanza a los efectos en curso de una relación jurídica (CNF, Civ. y Com sala I 2001-9-27 LL 2002-B-366; “CSJN 15-3-03  Recurso de hecho  “Rinaldi, Francisco Augusto y otro c/ Guzmán, Toledo, Ronal Constante y otra s/ ejecución hipotecaria” LL ejemplar 20-3-07 pág. 6). Ha señalado la Casación Nacional que “…La Constitución Nacional no impone una versión reglamentaria única en materia de validez intertemporal de las leyes, por lo que el legislador puede establecer o resolver que la nueva ley modifique un mero interés, una  simple facultad o un derecho en expectativa ya existente. En cada oportunidad en que esta Corte se ha expedido en tal sentido, ha expresado  que ni el legislador ni el juez podrían, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, pues en tal caso el principio de la no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la ley Suprema (Considerando 31 del fallo citado  y además Fallos 137:47; 152:268; 163:155; 178:431;  238;496; 317: 218). Más también ha sostenido “…Que no existe pues afectación de derechos adquiridos cuándo la aplicación de la nueva norma sólo comprende los efectos en curso de una relación jurídica, aún cuándo haya nacido bajo el imperio de la ley antigua. (Fallos 306:1799; 319:1915 ; considerando 32 del fallo citado).


Ha de repararse al respecto que el texto actual del mencionado art. 3º del Código tiene como mentor intelectual a Guillermo Borda, quien desechó la teoría de los derechos adquiridos, acogiendo la moderna teoría de los actos cumplidos (ED 36-731), lo que en nuestro sistema actual implica el efecto inmediato de las leyes, según surge del art. 2º del mismo, aclarándose en el siguiente que “se aplicarán aún a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes” (ver Nieto Blanc “Retroactividad de la ley y daño moral” LL 146-276 Nº 6). Ello significa que la nueva ley toma la situación jurídica en el estado en que se encuentra al tiempo de ser sancionada, pasando a regir los tramos de su desarrollo aún no cumplidos, en tanto que a los cumplidos se los considera regidos por la ley vigente al tiempo que se desarrollaron (ED 36-756; Lopez Olaciregui “Efectos de la ley con relación al tiempo” Revista Colegio de Abogados La Plata año X nº 21 pág. 71 citado por Llambías Código Civil Anotado T I pág 19 Nº 7 b; CNC Sala E29-9-03 LL ejemplar 14-6-04 pág. 11). 


De este modo, la aplicación inmediata de la ley es el principio consagrado en la primera parte del art. citado. En virtud de él las leyes se aplican 1°) A las nuevas situaciones o relaciones jurídicas que se creen a partir de la vigencia de la ley. 2°) A las consecuencias que se produzcan en el futuro, de las relaciones o situaciones jurídicas ya existentes al momento de vigencia de la ley. En todos los casos, no hay retroactividad, ya que la nueva ley sólo afecta a las consecuencias que se produzcan en el futuro (Bueres-Highton “Cód. Civil…, 1 art. 3°; SCBA 27-10-87 “Salto, Norma c. Amarosi, Jorge A. JA 1989-III-757; SC Mendoza Sala II 27-10-89 “Escudero, Adolfo c. Orandi y Massera S.A., JA 1990-I-19 citados en el texto indicado).


En puntual relación a las leyes que regulan aspectos procedimentales (tal el caso del mentado art. 36 LDC) sus mandatos tienen efectos inmediatos y se aplican por tanto, a las causas pendientes, no afectándose los actos concluidos, en tanto no se deja sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores (Borda “Tratado de Derecho Civil) Parte General I comentario art. 3°) parágrafo 164).


Y para concluir este aspecto, ha de capitalizarse la concreta apreciación que se plasma en el voto del Juez Pettigiani en el precedente casatorio provincial “Cuevas Eduardo A. c. Salcedo, Alejandro R. s/ejecutivo”, ya aludido (1°-9-10 LL ejemplar 14-9-2010 págs. 3/7), ello en cuánto a que “… el nuevo texto de la norma –que delimita la competencia jurisdiccional– le resulta inmediatamente aplicable en atención al carácter de orden público que ostentan por tender a la organización de la actividad jurisdiccional, con efectos inmediatos sobre las situaciones jurídicas no consumidas al comienzo de su vigencia, siempre qué, como en el caso, no contengan disposiciones de las que resulte un criterio distinto” (arts. 2 y 3 del Cód. Civil; Ac. 36800 resol. 24-III-87; Belluscio-Zannoni “Código Civil…” Tomo I, Astrea, Bs. As. l988 pág. 27, su voto en causa 109-193, resol. 11-VIII-2010).

 
El criterio precedente resulta también compatible con el sentado en la causa 76446 (19-2-2002) en la que se señalara que el Código Civil no consagra la aplicación retroactiva de la nueva ley, sino la aplicación inmediata aún a las consecuencias de las relaciones existentes, o sea que la nueva norma rige para los hechos que están in fieri o en curso de desarrollo al tiempo de su sanción y no para las consecuencias de los sucesos pasados, que quedan sujetos a la ley anterior, pues juega la noción de consumo jurídico (voto juez Hitters).


De este modo, no cabe reproche legal alguno por la aplicación del texto del nuevo art. 36 de la LDC, norma que justifica la incompetencia decretada.

  
Por último cabe atender a las observaciones procesales referidas a la inoportunidad de la resolución de incompetencia, ello en el marco de los arts. 4° y 350 del Cód. Proc., con  vulneración del principio de preclusión.




 
Respecto del compromiso del principio procesal de preclusión, imbricado en el de seguridad jurídica, corresponde señalar, que si bien él garantiza que no se retrotraiga el proceso, ciertamente no tiene aptitud per se para convalidar un proceso imperfecto, ni consolidar deficiencias intrínsecas, tal como la que resulta de soslayar la competencia legalmente atribuible a un reclamo incoado en el marco de una relación de consumo, frente a la exigencia de una legislación tuitiva y de protección constitucionalmente consagrada, ello cuándo dicha incompetencia se decide con sustento legal imperativo y oportuno, sin que implique retrogradar el proceso a etapas ya consumidas.


Y al respecto, no perdamos de vista la dimensión de la cuestión, en cuánto sólo se trata de trasladar el conocimiento del proceso al juez del domicilio del deudor, ello por imperio del art. 36 LDC. No hay en esto menoscabo alguno para acreedor, quien seguirá litigando a los efectos del cobro del crédito instrumentado en el título ejecutivo, sólo que lo hará ante los tribunales con jurisdicción sobre aquél, extremo con el que se preserva no sólo el mandato expreso de la ley, sino también la garantía de acceso a la justicia por parte precisamente del “débil jurídico” de la relación crediticia, ello en respeto de los términos y de la télesis de la legislación protectora, calificados, en orden a la  calidad de  orden público que insufla a sus normas (art. 65 LDC). Es más, el acreedor podrá actuar a través del mismo proceso (arg. art. 352 inc. 1° Cód. Proc.), contando con la posibilidad de traslación del mismo en los casos en que la jurisdicción correspondiente resulte ajena a esta Provincia, ello en orden a la aplicación inmediata de la ley a los actos in fieri y en cuánto se trata de una modificación sobreviniente al clásico criterio de ponderación de la competencia (arg. arts 2°, 3° y 21 del Cód. Civil y 1°, 3°, 36  y 65 LDC texto ley 26361 -promulgada parcialmente el 3-4-2008 y publicada 7-4-2008-).


Más sin perjuicio de lo dicho, ante la extemporaneidad que se le achaca a la incompetencia recurrida con sustento en lo establecido en los arts. 4° y 350 del Cód. Proc., normas que  tutelan los principios de economía y estabilidad de los procedimientos- he de apuntar que aprecio que la resolución en crisis no muestra la condición de una laxa y típica incompetencia territorial como para justificar su descalificación por tardía, esto es concretada fuera de las oportunidades tasadas (arts. 4° y 350 del Cód. Proc.). Es que aquí lo “territorial” reconoce una cierta e indisimulable conexión con la “materia”, en cuánto se vincula con la condición de “consumidor” del accionado, lo que implica atender a la naturaleza del vínculo en cuánto materia debatida. Y es esta área (la materia, con contenido de orden público) la que debe ser el mirador predominante para discernir la cuestión. De allí la justificación plena de la incompetencia a esta altura, pues es la “materia” (relación de consumo), la que la determina e impone desprenderse de la competencia para trasladarla a los tribunales con jurisdicción en el domicilio del deudor-consumidor.


Es que la competencia en el caso, abreva fundamentalmente en la materia; lo territorial sólo opera como resultado para acercar la contienda judicial al consumidor financiero. Ella se discierne en orden al tipo de relación sustancial que involucra y a necesidades del orden público económico de protección que se le adjudica (art. 65 LDC), con lo que el propio órgano jurisdiccional debe inhibirse de oficio, siendo en mi criterio dicha declaración en este supuesto procedente en cualquier estado de la causa, tal como si se tratara de una cuestión de competencia en razón de la materia, pues es sin duda ella la que modula y determina su desplazamiento. 


Por tanto, aprecio fundada así como oportuna la incompetencia recurrida, ponderando inconducentes las cuestionamientos atendidos en este apartado, apuntando que el entendimiento que expusiera en los tópicos precedentes contribuyen en mi criterio también a abonar esta comprensión de la cuestión. 

 
III. En orden a los argumentos desplegados, propicio la confirmación de la incompetencia decretada.

 
En cuánto a las costas de Alzada, en virtud a la oficiosidad de la resolución recurrida y la ausencia de contradicción, postulo aplicarlas en el orden causado (art. 68 apartado segundo del Cód. Proc.), difiriendo la regulación de los horarios respectivos para su oportunidad (art. 31 decreto 8904/77).

Doy mi voto por la AFIRMATIVA.-


A la cuestión propuesta, la Dra. Sánchez Pons dijo:

I.- Teniendo en cuenta el meduloso relato efectuado por mi colega preopinante de las cuestiones planteadas tanto por la apelante como por el Sr. Fiscal de Cámaras adjunto, he de omitir su desarrollo a fin de evitar repeticiones.-

En consecuencia, entrando al análisis de las mismas, debo anticipar mi disidencia con el voto precedente de la Dra. María Cristina Scarpati.-

II.- Sin perjuicio de señalar que las oportunidades para pronunciarse respecto de la competencia son, al momento de recibir la demanda (conf. doctrina art. 4 párrafo primero), al resolver la excepción de incompetencia deducida por el demandado (art. 345 inc. 1º) o al decidir la inhibitoria (art. 19), y que precluidas las mismas no se puede declarar incompetente con posterioridad en virtud del principio “perpetuatio jurisdictionis” (conf. Gozaíni, “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, primera edición, Tº I, págs. 7 y 9), teniendo en cuenta los argumentos vertidos por el “juez a quo” en la resolución apelada, y los fundamentos de orden constitucional esgrimidos en el dictamen del Sr. Fiscal de Cámara, y en el voto que antecede he de entrar al análisis de lo resuelto.-

Al respecto cabe señalar que si bien es cierto que el juez debe efectuar un examen cuidadoso del título en la oportunidad prevista por el art. 529 del C.P.C.C., éste debe ceñirse a su verificación a fin de comprobar si el mismo se halla comprendido dentro de los enunciados en los arts. 521 y 522 del C.P.C.C. o en otra disposición legal, y si se encuentran cumplidos los presupuestos procesales (conf. Gozaíni, Osvaldo Alfredo, “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, primera edición, Tº II, pág. 250, en igual sentido Morello... “Códigos Procesales... “ segunda edición, TºVI-B, comentario al art. 529).-

Más ello no implica que deba incursionarse en derechos reservados al deudor, a quien se le deberá otorgar intervención con el fin de respetar su derecho al contradictorio (conf. Gozaíni, ob, Tº y pág. citadas), y podrá ejercitarlos por vía de las excepciones pertinentes (arts. 1,2, 542 y cdtes. del C.P.C.C.).-

Es que, tal incursión implicaría anticiparse a la voluntad de las partes, impidiendo la posibilidad de un pacto de prórroga de competencia cuando ello no causa perjuicio al demandado (Conf.. JUBA CC0002 SM 60.416, citado en Sala III de esta Cámara, causa 63.300 del 15 de febrero de 2011, REG Int. D-5/11 voto de la Dra. Pérez al que adhiriera).-

Y en tal entendimiento, no debe olvidarse que la competencia territorial en cuestiones patrimoniales es materia disponible por las partes, resultando prorrogable por acuerdo de ellas, ya sea explícito o tácito, al no oponerse el emplazado a la demanda que le sea entablada (conf. arts. 1 y 2 del C.P.C.C., S.C.B.A., doctr. Ac. 107.607, citada en S.C.B.A. “T.E.V. S.A. c/ Picagua Bogado, Laura Beatriz s/ Cobro Ejecutivo, del 22-12-2010).-

Tal ha sido el criterio sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en autos “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ Cobro ejecutivo” del 24 de agosto de 2010, en donde hace suyo el dictamen emitido por el Procurador General (con fecha 19 de mayo de 2010), en el sentido de que “. . .en cuanto a la procedencia de la declaración oficiosa de incompetencia por razón del territorio decidida por el juez nacional, advierto que dicha facultad está restringida en forma expresa por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En efecto, por aplicación de lo establecido en el artículo 4º tercer párrafo, del mencionado código de rito, el juez no puede declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio, pues ella puede ser prorrogada por las partes (conf. artículo 1º segundo párrafo) . . .”, concluyendo luego que “.. . .la incompetencia decretada de oficio por el magistrado nacional, es improcedente. . .”.-

 
El mencionado criterio ha sido sostenido, tanto por la Procuración General como por la Corte Suprema de Justicia en causas “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Fernández, Santo Ricardo” del 28 de septiembre de 2010; “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Remmer, Fanni Arsenia s/ Cobro ejecutivo”, del 28 de septiembre de 2010 ; “Compañía Financiera Argentina S.A. c/Ramírez Sonia Patricia, s/ejecutivo”, del 26 de octubre de 2010, entre otros.-

En este aspecto, y sin perjuicio de lo que diré a continuación sobre lo resuelto por nuestro Máximo Tribunal, debe resaltarse la innegable gravitación de los fallos de la Corte de Justicia Nacional, ya sea por tratarse del intérprete último y más genuino de nuestra Carta Fundamental como así también dado que evidentes razones de celeridad y economía procesal justifican su acatamiento (ver entre otros S.C.B.A. Ac. 69.243 del 6-10-2010, JUBA 97520, ídem C 87122 del 22-12-2010).-

Asimismo, nuestra Casación, en causa “T.E.V…” -antes citada- C.113.588 del 22 de diciembre de 2010 se expidió señalando que “Esta Corte ha resuelto en forma reiterada que siendo la competencia territorial prorrogable en asuntos patrimoniales, el juez ante quien ha sido articulada la demanda no puede inhibirse de oficio. . . . habiendo el actor promovido la demanda en el lugar del cumplimento de la obligación indicado en el documento. . .tal declaración oficiosa resulta prematura. . . .”.-

Este fallo, posterior al dictado in re “Cuevas. . .” C. 109.305 del 1 de septiembre de 2010, es por tal razón la doctrina legal aplicable al “sub lite”.-

Cabe acotar también y en virtud de lo resuelto por la Corte Suprema Nacional, que si bien no se desconoce que no existe en nuestro ordenamiento procesal una norma idéntica a la del art. 4º tercer párrafo citado en el fallo ya aludido, lo cierto es que aún sin dicha disposición, la declaración oficiosa de incompetencia en cuestiones puramente patrimoniales no resulta procedente, por aplicación de lo dispuesto en los arts. 1 y 2 del rito, que expresamente autorizan la prórroga de competencia en dichas cuestiones, teniendo en cuenta que tales pactos contemplan el interés privado de las partes (conf. Gozaíni Osvaldo Alfredo obra ya citada, Tº I, pág. 6), por lo que, entender de antemano que tal prórroga no es aceptada por el deudor, implicaría anticiparse a la voluntad de las partes, sobre todo la de aquélla a quien se pretende proteger, vulnerando de este modo su autonomía para prorrogar en su caso, y de así estimarlo conveniente, la mentada competencia territorial.-

En síntesis, más allá de si corresponde tener por demostrada la existencia en autos de una relación de consumo –como sostiene la colega preopinante-, lo cierto es que la declaración de incompetencia solo procede a instancia de parte interesada, extremo no verificado en autos.-

III.- Sentada entonces mi opinión sobre el tema que nos ocupa he de efectuar ciertas consideraciones, en virtud de lo expresado por mi colega en el voto precedente.-


Contrariamente a lo allí sostenido, entiendo como ya adelantara, que el fallo dictado por nuestro Más Alto Tribunal provincial in re “T.E.V. S.A. c/ Picagua Bogado, Laura Beatriz s/ Cobro Ejecutivo” (c. 113.588) no puede ser soslayado como doctrina legal (art. 161, inc. 3º, ap. “a” de la Constitución Provincial), dado que, lo que hace es precisar los alcances de sus anteriores pronunciamientos, a los cuales cita y entre los que se encuentra aquél en que se asienta la tesis que rebato (causa “Cuevas”).-


En dichos autos “T.E.V...” la Suprema Corte realiza un análisis que parte de lo general a lo especial. Comienza por reafirmar su criterio en el sentido que “en asuntos patrimoniales, el juez ante quien ha sido articulada la demanda no puede inhibirse de oficio” (textual). Esta es la regla general aplicable en la materia.-


Sigue en ello la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ Cobro ejecutivo” y reiterada en los precedentes citados supra.-


IV.- También quiero referirme a las consideraciones que se esbozan respecto al fallo que citara de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.-

 
Y, en este sentido entiendo que -más allá del poder de convicción que irroga a la colega-, no puede desconocerse la doctrina que emana del mismo por la sola circunstancia de haber remitido sus fundamentos a aquellos expuestos por la Procuración General de la Nación en su dictamen (ver al respecto lo expuesto en el fallo C.87122 por la S.C.B.A. que ya citara).-


No debe olvidarse que las relaciones de consumo hallan sustento en el artículo 42 de la Carta Magna y que se encuentra fuera de toda discusión que, en nuestro sistema legal, la Corte Suprema de Justicia de la Nación es el intérprete último de la Constitución Nacional (artículo 116 de la C.N.).-

 
Por otra parte no puede obviarse que la doctrina que emana del dictamen de la Procuración General de la Nación en dichos autos y que la Corte hace suya, es precisamente para casos –como el que nos ocupa en el presente- en que el deudor no ha tomado intervención en autos, toda vez que en un supuesto distinto, en el cual la parte demandada planteó una inhibitoria 
en un juicio ejecutivo con sustento en las previsiones del último párrafo del art. 36 de la ley 23.240 (texto según ley 26.361), entendió que la misma resulta procedente, sin importar si existen cláusulas de prórroga de jurisdicción (dictamen in re “Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Monzón, Mariela Claudia s/ ejecutivo” S.C- Comp. 623, L. XLV, del 27-11-09, autos éstos que curiosamente tienen la misma parte actora, en el cual no ha recaído aún sentencia de la Corte Nacional).-


En síntesis, y a fuer de resultar reiterativa es claro que la Procuración General en dictámenes a los que remite la Corte Suprema de la Nación, sostiene que en casos como el que nos ocupa, no puede declararse la incompetencia territorial oficiosamente.-

Como corolario de lo que vengo expresando, y conforme también, lo resuelto en igual sentido por las Salas I y III de esta Cámara, (ver causa antes citada de la Sala III, y causa nº 63.301 de la Sala I) entiendo que la declaración oficiosa de incompetencia resulta improcedente en la especie, al no haberse aún dado intervención al deudor.-

Es que si bien es cierto que el mentado artículo 36 de la ley 24.240 establece que será nulo todo pacto de competencia que difiera a la del domicilio real del consumidor, ello no debe entenderse sino puesto en el exclusivo beneficio del nombrado, quien podría legítimamente preferir litigar en el lugar convenido o donde fue demandado, por lo cual no puede interpretarse que tal decisión deba adoptarse sin darle la oportunidad de expedirse sobre el tópico.-

Por lo tanto, entiendo que la resolución apelada debe ser revocada, con costas en el orden causado atento no haber mediado contradicción (art. 68, 2º párrafo del C.P.C.C.), debiendo señalar que dada la forma en que propongo resolver la cuestión, deviene abstracto el tratamiento de los restantes planteos introducidos, dando en consecuencia mi voto POR LA NEGATIVA.-

A la cuestión propuesta el señor juez Mares dijo:


Por sus fundamentos, adhiero al voto de la Dra. Scarpati, votando también por la AFIRMATIVA.-
 
Con lo  que terminó  el   Acuerdo,  dictándose  la 
Causa Nº 63.405/1




Acuerdo Nº

siguiente:





S E N T E N C I A


Por los fundamentos dados en el precedente Acuerdo, por mayoría se RESUELVE. 1°) CONFIRMAR la resolución apelada. 2°) IMPONER las costas en el orden causado. 3°) DIFERIR la regulación de honorarios. REGÍSTRESE. NOTIFÍQUESE. PASEN las presentes actuaciones a la Fiscalía de Cámaras Departamental. Oportunamente DEVUÉLVASE.-
